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El informe es presentado por:
100% Diversidad y Derechos: es una organización de Derechos Humanos de la República Argentina, fundada en 2009, que promueve el reconocimiento de la igualdad en dignidad y derechos de la población de lesbianas, gays, bisexuales, trans e intersex (LGBTI), el pleno acceso a sus derechos civiles, económicos y culturales y su amplia participación en la vida política, así como el respeto a la libre expresión de la orientación sexual e identidad de género. Además, promovemos la valoración social de la diversidad sexual y familiar a través de acciones en el campo comunitario, político, legal, educativo, cultural y deportivo.
Con el apoyo técnico de:
Red Internacional de Derechos Humanos (RIDH): Organización no gubernamental con sede en Ginebra-Suiza que contribuye al fortalecimiento de las capacidades de los actores vinculados a la promoción y protección de los derechos humanos proporcionando información, análisis y apoyo técnico en los procesos en que éstos participen. Realizan una labor de intermediación en procesos de incidencia y diálogo que tengan como fin la realización de los derechos humanos en un contexto determinado. 
1. INTRODUCCIÓN
100% Diversidad y Derechos desea aportar al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales el presente informe que aúna, de manera sintética, la perspectiva de diversidades sexuales, identidades de género y diversidades corporales respecto de ciertos derechos contenidos en el Pacto con el objeto de visibilizar la realidad en el acceso real al goce y al ejercicio por parte de las personas lesbianas, gay, bisexuales, trans e intersex (LGBTI).

Si bien la República Argentina transitó desde la última década un proceso de reformas legislativas, de prácticas judiciales y políticas públicas que promovieron la eliminación de barreras para el acceso a los derechos de la población LGBTI, persisten incumplimientos y obstáculos institucionales.

Se constata, además, un proceso de desmantelamiento y vaciamiento de recursos y contenidos de las políticas que deberían garantizar los derechos económicos, sociales y culturales, sin discriminaciones, que genera preocupación en organizaciones de defensa de derechos como la nuestra, donde experimentamos cotidianamente un retroceso en la agenda de la igualdad y un aumento de la violencia social e institucional.
En términos generales, el Estado argentino no cuenta con un sistema de recolección y análisis de datos estadísticos de manera sistemática y desagregada respecto de las condiciones de vida de las personas LGBTI ni de las causas y naturaleza subyacentes a las violencias ejercidas sobre nuestro grupo poblacional. Esto dificulta el diseño de políticas sociales estatales que transversalicen la realidad de las personas LGBTI, así como también la formulación de acciones afirmativas que promuevan la igualdad.

Finalmente, la ausencia de la orientación sexual e identidad de género como pretextos discriminatorios en la Ley que rige la materia, Nº 23.592, obstaculiza no solo los reclamos de índole penal sino la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales. Situación que se ve agravada, además, por el retraso en el proceso de designación para el cargo de Defensor del Pueblo de la Nación.
2. DERECHOS SEXUALES Y REPRODUCTIVOS (art. 12  y art 15.b)
En nuestro país, los procedimientos concernientes a las Técnicas de Reproducción Humana Asistida TRHA (Ley 26.862) están incluidos en el Plan Médico Obligatorio (PMO) - es decir, poseen cobertura gratuita del sistema público de salud, de Ia seguridad social y del ámbito privado-.

Sin embargo, estas prestaciones son rechazadas cuando las beneficiarias de los seguros de salud son personas lesbianas que solicitan la cobertura junto a su pareja, sobre todo la donación de gametos masculinas o el método ROPA (utilización de óvulos de la beneficiaria no gestante). Algunas veces se explicita que se rechazan por no estar motivados en diagnósticos de infertilidad, otras veces se hace referencia directa a la orientación sexual de las solicitantes, siendo en el primer caso un requisito no sólo no previsto en la ley sino expresamente prohibido, por su carácter discriminatorio con pretexto en la orientación sexual de las beneficiarias, de igual manera que la negativa expresa por tal motivo.
3. DERECHO AL TRABAJO (art. 6)
El acceso al empleo formal se presenta como un campo hostil para la población travesti-trans en Argentina. Esto impacta de manera directa en su calidad de vida ya que tanto el trabajo, como los derechos de él derivados, suponen autonomía económica, posibilidad de capacitación y acceso a la seguridad social.

Si bien no abunda la información que refleje de manera actualizada y federal la situación laboral de la población travesti-trans en nuestro país, distintas investigaciones y publicaciones llevadas a cabo desde el año 2005 intentaron arrojar luz sobre esta realidad. 

En el año 2005, “La gesta del nombre propio” de la Asociación de Lucha por la Identidad Travesti Transexual, compilado por LohanaBerkins, Editorial Madres de Plaza de Mayo, plasmó la primera encuesta sobre la situación de las personas travestis y trans en Argentina. La investigación fue realizada por las organizaciones sociales en los distritos de Ciudad de Buenos Aires, el Conurbano Bonaerense y Mar del Plata y, entre otros datos,  arrojó como resultado que el 80% está en situación de prostitución.

En el año 2007, “Cumbia, copeteo y lágrimas, informe nacional sobre la situación de travestis, transexuales y transgéneros”, de Asociación de Lucha por la Identidad Travesti Transexual, compilado por LohanaBerkins, logró visibilizar que el 94,8% no está legalmente empleado: el 80% dijo que está en prostitución y el 14,8% de los encuestados dijo que está trabajando en ocupaciones precarias e informales como la costura, depilación y peluquería. Por su parte, el 77,5% dijo que abandonaría la prostitución.

La “Primera encuesta de población trans en el distrito de La Matanza”, realizada por el Instituto Nacional de Estadística y Censo (INDEC) y el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI), en el año 2012 consigna un 80% de trabajo no registrado de la comunidad travesti-trans dentro de uno de los distritos más poblados del país. En ese documento también se hace referencia a que siete de cada diez buscaban otra fuente de ingreso y ocho de cada diez declararon que su identidad les dificultaba esta búsqueda; más de la mitad de las personas encuestadas no había realizado ningún curso de capacitación laboral y la mitad de las que lo habían hecho afirmó que les sirvió para conseguir trabajo.

Ante este panorama, pocas han sido las iniciativas del Estado para generar políticas de inclusión laboral de las personas travestis y trans. Incluso cabe remarcar que en la provincia de Buenos Aires el 17/09/2015 se sancionó la Ley Diana Sacayán N° 14.783/2015 de Cupo Laboral Travesti Trans, que establece para el Estado “la obligatoriedad de ocupar en una proporción no inferior al 1% de su personal a personas travestis, transexuales y transgénero que reúnan las condiciones de idoneidad para el cargo y establecer reservas de puestos de trabajo a ser exclusivamente ocupados por ellas, con el fin de promover la igualdad real de oportunidades en el empleo público”. Sin embargo, al momento esta ley no fue reglamentada y por lo tanto no está vigente su cumplimiento y aplicación.

Asimismo otras localidades e instituciones han consagrado el cupo trans pero lo cierto es que la exclusión del mercado de trabajo formal continúa siendo la regla, situación exacerbada por las políticas neoliberales implementadas desde fines del año 2015 que precarizan las condiciones laborales de toda la población y especialmente las de las personas travestis y trans. 

4. DERECHO A LA EDUCACIÓN (art. 13)
La educación en Argentina tiende a ser fuertemente generizada, generando desigualdades por género que perjudican a niñxs y adolescentes mujeres y LGBT. Los baños, las clases de educación física y estímulos androcéntricos son omnipresentes, y existe información fragmentaria o escasa sobre las políticas para erradicar las desigualdades basadas en prejuicios sobre los géneros.  A nivel nacional y subnacional se han desfinanciado los programas de formación en Educación Sexual Integral cuando directamente se obstruyen o no se implementan. Las clases de educación física se dictan separando por sexo, lo cual es perjudicial especialmente para las personas trans.

Lxs adolescentes LGBT sufren acoso y hostigamiento a causa de su orientación sexual. En septiembre de 2016 un joven que sufría acoso escolar debido a su orientación sexual, se suicidó de un disparo en su escuela, en Venado Tuerto, Santa Fe. En noviembre del mismo año, en Zárate, un joven se suicidó en su casa y la familia sostuvo que el joven sufría agresiones aunque no se especificó sobre qué características .

Los resultados del informe Aprender 2017, que evaluó escuelas secundarias y primarias en todo el país, indican que, en la población, sólo un 14% de estudiantes valora positivamente el clima escolar, y un 30% dice que los estudiantes discriminan por alguna característica persona o familiar siempre o la mayoría de las veces (religión, orientación sexual, nacionalidad, etnia, características físicas), un 25% afirma que los estudiantes insultan, amenazan o agreden a otros compañeros . Un 20% afirma que siempre o la mayoría de las veces los estudiantes molestan a las mujeres “por su condición de género” .
Según un relevamiento realizado en el año 2015-2016,  alrededor de dos tercios (67,9%) de lxs estudiantes LGBT de escuelas secundarias en todo el país reportaron sentirse insegurxs debido a su orientación sexual e identidad de género, y más de la mitad (54,1%) debido a cómo expresa su género, y más de un tercio (34,9%) por su aspecto corporal o su peso. Lxs estudiantes señalan a los lugares más generizados como inseguros: un 43,8% evita las clases de gimnasia, y un 36,3% los baños. Un 36% no asistió a clase al menos una vez por sentirse inseguro, un 15% había perdido 4 días de clase o más en el mes anterior, y un 14% había tenido que cambiar de escuela en el año anterior. Además, un 75% lxs estudiantes escucharon comentarios homofóbicos, y 32,5% dijo haberlas escuchado por parte de los profesores o personal de la escuela. Más de la mitad escuchó comentarios sobre la expresión de género de una persona y una alta frecuencia de comentarios transfóbicos en aproximadamente la misma proporción. Otro tipo de comentarios como los sexistas y racistas, son escuchados siempre o casi siempre en porcentajes cercanos al 90%.

Además, los estudiantes LGBT tres cuartos dicen haber sido acosados verbalmente por su orientación sexual, casi un cuarto “seguido” o “muy seguido”; casi un tercio fue acosado físicamente por su orientación sexual; y un 13% fue atacado o agredido físicamente. Los estudiantes declararon porcentajes muy similares cuando se les preguntó por la expresión de género. 
Esta victimización tiene un alto impacto: lxs estudiantes que reportan haber sufrido mayores niveles de acoso también reportaron haber perdido algún día de clase, tener menor rendimiento académico así como un bajo sentimiento de pertenencia a la escuela que aquellos que reportan no haber sufrido victimización.

Más del 60% de lxs estudiantes LGBT informó desconocer que su escuela tuviera algún programa o política de promoción o convivencia en la escuela. De ese casi 40% que sí registró conocer algún tipo de política, apenas más del 2% declaró que incluía la promoción del respeto de la orientación sexual y expresión de género.

No existen datos sobre la implementación de lo ordenado por la ley 26.892 (Ley para la promoción de la convivencia y el abordaje de la conflictividad social en las instituciones educativas) más allá de las percepciones relevadas en las pruebas APRENDER, tampoco sobre los contenidos de estas políticas ni si previenen violencia específica contra estudiantes LGBTI.
5. DERECHO A LA SALUD (ART. 12)
Ley de identidad de género

En materia de derecho a Ia salud, se incluyeron al Plan Médico Obligatorio (PMO), en los 3 subsistemas, las intervenciones quirúrgicas y tratamientos hormonales que permiten desarrollar libremente la identidad de género autopercibida.

Sin embargo, para su aplicación, se exige a las personas trans asistir a entrevistas o contar con diagnósticos en salud mental como requisito previo para la cobertura de cirugías, siendo el único requisito exigible conforme lo establece la ley que la persona beneficiaria firme el consentimiento escrito, libre e informado para la realización de la prestación que se trate. A su vez, dicha exigencia de diagnósticos patologizantes de la identidad de género no sólo es contrario a la ley 26743 que protege el reconocimiento y libre desarrollo de la identidad de género como un derecho, sino que está expresamente prohibido en la Ley Nacional de Salud Mental, art.3ª.

Además, se evidencian falta de equipos y profesionales con la formación necesaria para la realización de cirugías en hospitales públicos a los fines de cumplir con el acceso a dichas prestaciones en todas las jurisdicciones el país. Así como faltantes en la provisión de hormonas para los tratamientos y prótesis.

Donación de sangre

Mediante la Resolución N° 1509/15, el Ministerio de Salud de la Nación puso fin a la prohibición a personas LGBTI para donar sangre. La nueva resolución implicó un cambio trascendental de paradigma que se enfoca en las “prácticas de riesgo” en vez “grupos de riesgo” en los formularios de autoexclusión para la donación de sangre. El concepto de grupos de riesgo, además de excluir a miles de posibles donantes, estigmatizó con el VIH a la población LGBTI cuando la transmisión del virus no distingue por  orientación sexual o identidad de género.
A tres años de su sanción, se verifican numerosos incumplimientos que se vehiculizan a través de la inclusión en los formularios de autoexclusión de preguntas referidas a haber practicado relaciones sexuales con personas del mismo sexo. En este sentido, resultan nulas las políticas de control sobre el cumplimiento de la normativa citada por parte de la autoridad sanitaria nacional.
Políticas frente al VIH

Hemos evidenciado en los últimos años graves faltantes en la distribución de los medicamentos e insumos necesarios para la prevención, atención y tratamiento de manera oportuna y gratuita en todos los subsistemas de salud; la disponibilidad y accesibilidad a insumos y materiales para prevención, tratamiento y asistencia, tales como preservativos, lubricantes, medicamentos, vacunas, productos médicos, leche maternizada y reactivos, entre otros. 
En este campo, además, las organizaciones de la sociedad civil venimos reclamando una urgente actualización de la Ley vigente que contiene, entre las modificaciones más importantes, la incorporación de las hepatitis virales e infecciones de transmisión sexual que no están contempladas en la actual ley, declara de interés nacional los tratamientos para combatirlas y establece medidas para aumentar los estándares mínimos de protección de los productos médicos en el sistema de patentes. También garantizaría la sustentabilidad de los tratamientos para VIH, hepatitis virales y ETS y consideraría la participación activa de las personas con VIH como socixs indispensables en la respuesta a la epidemia del VIH.
6. PROTECCIÓN DE LAS FAMILIAS (ARTÍCULO 10) 

a. Protección de las familias integradas por personas trans

Argentina sancionó la Ley 26.743 en el año 2012, otorgando protección y reconocimiento al derecho a la identidad de género de las personas. Aún con esta legislación que entendemos de avanzada, se presentaron en su aplicación e interpretación, obstáculos que vulneran la protección de las familias integradas por personas trans.

Principalmente, los Registros Civiles impiden que la adecuación registral de la identidad de género se vea reflejada en actas de matrimonios celebrados con anterioridad a dicha rectificación y en las partidas de nacimiento de sus hijxs, si tuviera.

Ello ocurre porque los Registros Civiles niegan las solicitudes presentadas por uno o ambos contrayentes luego de adecuar su identidad de género, imposibilitando que dicha adecuación tenga efectos en otros documentos que genera el mismo Estado, y que expide el mismo organismo. Es decir, los Registros Civiles decidieron en el ámbito del Consejo Federal que si una persona, después de casarse, adecúa su nombre y sexo registral con motivo de su identidad de género, tendrá que conseguir una orden judicial para que el Registro Civil le emita una nueva acta y libreta de matrimonio, donde figuren los nombres que social y legalmente le son reconocidos.

También han impuesto la vía judicial para los pedidos de rectificación de los nombres de pila de los/as progenitores/as en las partidas de nacimiento de hijos e hijas menores de edad de personas trans que hayan adecuado su nombre y sexo registral en su DNI con posterioridad al nacimiento. 

Así, las provincias - de quienes dependen los registros civiles - en el ámbito que tienen directa competencia como es la registración de nacimientos y matrimonios han roto la armonía entre los sistemas de identificación (jurisdicción nacional) y registración (jurisdicción provincial) obstaculizando la aplicación de la ley de identidad de género. 

La ley 26 743 regula claramente que sus efectos son oponibles a terceros (cfr. Art 7) y establece como principio general para su interpretación que ninguna norma puede restringir sus aplicación  (cfr. Art 13), además de que nuestro sistema recepta el principio pro hómine. Nuestro Código Civil, recientemente modificado, recepta la ley identidad de género y ratifica que no es necesaria la intervención judicial para el cambio de prenombre por razón de identidad de género (art. 69) ni respecto de sus efectos (art 70).

Cabe destacar que en la actualidad dos jurisdicciones de las 24 que componen nuestro país han revertido su posición: la Provincia de Buenos Aires, y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En virtud de lo expuesto, solicitamos que los órganos administrativos del Estado apliquen y reglamenten las normas locales y tratados internacionales de forma de tal de garantizar los derechos por ellos protegidos, en este caso, respecto de la identidad de género y la protección de las familias integradas por personas trans.
b. Protección de las familias cuya fuente de filiación son las Técnicas de Reproducción Humana Asistida (en adelante TRHA)
El Código Civil y Comercial, vigente desde el 1 de agosto de 2015 incorporó Ia protección a las distintas conformaciones familiares, sin discriminaciones por orientación sexual, identidad de género o estado civil, entre otras. Puntualmente, se estableció Ia creación de una nueva Fuente de filiación "por reproducción humana asistida", conducida por el principio de la "voluntad procreacional" (cfr. Art. 562) que reconoce el aspecto volitivo de la o las/los progenitoras/es por sobre el vínculo biológico, estableciendo los mismos derechos y obligaciones que Ia filiación natural o adoptiva, tanto a las/os usuarias/os de las técnicas de reproducción humana (TRHA) asistida como a sus hijas/os.

Para la determinación de la filiación por reproducción humana asistida, la voluntad procreacional debe ser debidamente exteriorizada en un consentimiento formal, libre e informado; dicho consentimiento brindado por los/as futuros/as progenitores/as a la realización de la técnica debe estar certificado por el Ministerio de Salud de la jurisdicción correspondiente, o por escribano, y entonces presentado para la inscripción del nacimiento (originado en dicha técnica) ante el Registro Civil resulta hábil para determinar el vínculo filial. 

Los ministerios de Salud de de nuestro país no cuentan aún con la posibilidad de realizar la certificación de los consentimientos informados. La opción de certificarlo ante escribano público es muy onerosa en nuestro país. Y a su vez, el no contar con la posibilidad de certificación ante la autoridad sanitaria de cada provincia establece una distinción arbitraria con los niños nacidos por TRHA en virtud de la fuente de su filiación que repercute en el acceso a los derechos sociales de protección social y familiar.

Los Registros Civiles de cada jurisdicción, salvo en dos casos (Provincia de Buenos Aires y Ciudad Autónoma de Buenos Aires, aún con obstáculos sin embargo), tampoco subsanan ni resuelve esta omisión de las autoridades sanitarias en favor del derecho a la identificación e identidad familiar y su protección, y el trámite para la determinación de la filiación se ve obstaculizado.
En tanto, el Ministerio de Salud de la Nación, dictó una resolución donde sólo se prevé realizar la certificación respecto de los consentimientos informados suscritos en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ello también resulta arbitrario, dada la autonomía de dicha jurisdicción. 
7. RECOMENDACIONES
En base a lo mencionado en el presente informe, solicitamos al Comité para los Derechos Económicos, Sociales y Culturales que formule las siguientes recomendaciones al Estado Argentino durante su revisión:

a) Garantizar el aceso efectivo a las Técnicas de Reproducción Humana Asistida sin discriminación basada en la orientación sexual, sancionando toda violación de la Ley 26.862;

b) Promover iniciativas para generar políticas de inclusión laboral en el mercado formal de las personas travestis y trans;

c) Considerar la refinanciación de programas de formación en Educación Sexual Integral en las escuelas;

d) Promover programas escolares que tengan como objetivo la promoción del respeto de la orientación sexual y expresión de género y la deconstrucción de estereotipos basados en motivos de género u orientación sexual;

e) Considerar una sistematización de datos sobre la implementación de lo ordenado por la ley 26.892 (Ley para la promoción de la convivencia y el abordaje de la conflictividad social en las instituciones educativas);
f) Garantizar a las personas trans el derecho a no deber contar con diagnósticos en salud mental como requisito previo para la cobertura de cirugías;

g) Promover la distribución de los medicamentos e insumos necesarios para la prevención, atención y tratamiento de VIH de manera oportuna y gratuita en todos los subsistemas de salud;

h) Aplicación por parte de los órganos administrativos del Estado de las normas locales y tratados internacionales para asegurar el respecto de la identidad de género y la protección de las familias integradas por personas trans.
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